	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano ERIK SCHMIEDELER BORDI, representado judicialmente por los abogados Rangel Quintero Castañeda, Ligia Aranguren Rincón, José Alirio Mora Vergara, José Arturo Zambrano Aure, César Aellos Giulliani, Manuel Leonardo Salas, María Alejandra Escalona, Alex Muñoz Aranguren y Raúl Daniel Quiñones Fernández, contra la sociedad mercantil ALIMENTOS NINA, C.A., representada judicialmente por los abogados Mónica Vera Petricone Capitelli, Edoardo Petricone Chiarilli y Ángel Gabriel Petricone Chiarilli; el Juzgado Superior Quinto del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo en alzada dictó sentencia en fecha 07 de mayo del año 2004, siendo reproducida ese mismo día, mediante la cual declaró con lugar el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la empresa demandada y la reposición de la causa al estado de que se fije nueva fecha para la celebración de la audiencia preliminar; revocando así el fallo apelado que declaró con lugar la demanda en virtud de la incomparecencia de la parte accionada a la audiencia preliminar.

Contra esta decisión del Juzgado Superior, anunció recurso de casación la abogada Ligia Aranguren R., en su carácter de apoderada judicial de la parte actora, el cual fue negado por auto de fecha 24 de mayo del año 2004. Ante tal negativa de admisión del recurso de casación, los abogados Ligia Aranguren Rincón y Raúl Quiñones F., representantes judiciales del demandante, recurrieron de hecho mediante escrito de fecha 26 de mayo del año 2004, el cual fue declarado con lugar por esta Sala de Casación Social en fecha 14 de septiembre del mismo año.

Posteriormente, ante tal declaratoria por parte de este alto Tribunal, fue consignado el escrito de formalización oportunamente por la parte actora. Hubo contestación a la formalización.

En la oportunidad fijada para la realización de la audiencia, concurrieron las partes y expusieron sus alegatos en forma oral y pública.

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 264 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con lo previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, el 14 de diciembre del año 2004 fue publicada en Gaceta Oficial la designación que hiciera la Asamblea Nacional de los Magistrados Doctores LUIS EDUARDO FRANCESCHI GUTIÉRREZ Y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA quienes se incorporaron y tomaron posesión de sus cargos en fecha 17 de enero del año 2005 en este alto Tribunal y pasan a conformar esta Sala de Casación Social.

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a reproducir la sentencia dictada en fecha 31 de mayo del año 2005, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

RECURSO DE CASACIÓN 

UNICO

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 126 eiusdem, por errónea interpretación.

Sobre el particular alega el formalizante, lo siguiente:

“Consta del expediente de autos al folio 58, diligencia de fecha 12-02-2004, realizada por el alguacil asignado para la práctica de la notificación de la demandada, donde señala: ‘me trasladé el día 11-02-2004, a la dirección procesal indicada por la parte actora en su escrito libelar, ubicada en: calle 11-1, edificio G.E. 33, locales C-1 y C-2, la urbina...una vez en la dirección indicada, siendo las 10:25 a.m., procedí a la entrega del cartel de notificación con su respectiva compulsa, la cual fue debidamente recibida por el ciudadano: Jairo Romero, titular de la cédula de identidad N° 4.553.356, en su condición de representante de la empresa...’

Consta al folio 59 del expediente, cartel de notificación donde en su parte inferior aparece el nombre de una persona identificada como Jairo Romero, Cédula de Identidad N° 4.553.356, igualmente la fecha y la hora. En el extremo inferior izquierdo aparece un sello húmedo, que indica ‘ALIMENTOS NINA, C.A. RECIBIDO EN RECEPCIÓN 11 DE FEB.2004 SIN QUE ELLO IMPLIQUE ACEPTACIÓN DE SU CONTENIDO’

Consta al folio 60 del expediente, la nota del secretario titular del Circuito Judicial del Trabajo, donde se deja constancia mediante diligencia de fecha 19-02-2004, que se practicó la notificación de la empresa demandada conforme a lo dispuesto en el artículo 126 de la LOPT.

Consta al folio 62 del expediente, acta de fecha 15-03-2004. donde el tribunal 19° de primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo, dejó constancia de la no comparecencia de la parte demandada declarando en ese acto la admisión de los hechos alegados por el demandante y acordó la publicación del fallo dentro del lapso de 5 días hábiles siguientes.

Consta del folio 137 al 145 ambos inclusive, la comparecencia en fecha 17-03-2004 de la empresa demandada, representada por una profesional del derecho, quien solicitó: 1) La reposición de la causa como consecuencia (sic) la nulidad de los actos procesales referidos a los autos de admisión emanados tanto por el Tribunal de Municipio como por el Tribunal Laboral. 2) Que jamás ni nunca fue notificada la Sociedad mercantil en la persona de su Presidente en esta acción, para poder ejercer el derecho a la defensa violándose igualmente el debido proceso. 3) Que se le negó el término de la distancia a la sociedad mercantil, siendo este materia de orden público. 4) El derecho a ser informado en lo que se le imputa. 5) Solicita la nulidad de la audiencia preliminar celebrada en fecha 15-03-2004.

Como fundamento de derecho, alega lo siguiente: 1) El artículo 126 de la LOPT, ya que no se reconoce el domicilio de la sociedad mercantil y se notifica a la empresa en una dirección que no se corresponde con el domicilio. 2) Que es improcedente y absurdo notificar en el sitio donde el trabajador desempeña su trabajo, ya que para eso es el domicilio de las sociedades mercantiles. 3) Invoca el artículo 205 del Código de Procedimiento Civil a los fines de que se le ha debido fijar el termino de la distancia. 4) Invoca el artículo 124 de la LOPT a los fines de que se produzca la perención de la instancia, por no haberse saneado y corregido la demanda. 5) Invoca la violación de los artículos 15 y 218 del Código de Procedimiento Civil, Artículos 50, 51, 52 y siguientes de la Ley Orgánica del Trabajo. Artículos 21, 22 y 23 del reglamento Interno Para Citaciones y Notificaciones Por Correo.

En fecha 22 de marzo de 2004, el Juzgado 19° de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución Del Circuito Judicial del Trabajo, dicta sentencia declarando con lugar la demanda de autos.

En fecha 24 de marzo de 2004, la representación demandada consigna escrito de tachas, evidenciándose al folio 160 y 161 del expediente de autos, que se recibe un escrito de tacha incidental, escrito este que no cursa en el expediente de autos, en virtud de que el Tribunal 19° de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo, ordenó el desglose del expediente a los fines de tramitar la tacha propuesta, actuación esta que cursa al folio 162 del expediente de autos. Con vista a lo anterior, esta parte recurrente solicitó ante esta Sala, en fecha 16-09-2004, mediante diligencia cursante al folio 296 del expediente de autos, se procediera a solicitar el expediente relativo al procedimiento de tacha incidental, en razón de que no se remitió esa pieza del expediente a esta Sala.

Con motivo a la decisión emanada del tribunal 19° de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución Del Circuito Judicial del Trabajo, la demandada procede a  apelar, correspondiéndole conocer de dicha apelación al Tribunal que dictó la recurrida.

Consta del expediente, que por solicitud de la representación de la parte demandada, el tribunal Superior acordó que en la oportunidad de la celebración de la audiencia de parte en fecha 05-05-2004, compareciera el Alguacil ciudadano José Ruiz practicante de la notificación de la demandada y el ciudadano Jairo Eliécer Romero, compareciendo únicamente en esa oportunidad el ciudadano Alguacil, quien rindió declaración.

III

Ahora bien, la sentencia recurrida señalo como fundamento determinante, para dictar la dispositiva del fallo, lo siguiente: Que en materia de notificación de la demandada el artículo 126 de la LOPT, establece tres requisitos de insoslayable cumplimiento (Folio 236 del expediente). Que el alguacil practicante de la notificación cuando fue interrogado por el tribunal, manifestó: que se había trasladado a la dirección señalada en su diligencia; que el cartel fue recibido por la secretaria de la empresa demandad; que esta se llevó el cartel de notificación y la compulsa para una oficina interna y al regresar a la recepción se lo entregó al alguacil, ya recibido y firmado por un ciudadano de nombre Jairo Romero. También se señala, que el alguacil manifiesta, que nunca vio al ciudadano Jairo Romero, que no sabia si en realidad fue el suscriptor del cartel de notificación y finalmente que no podía reconocerlo porque nunca lo vio.

Continua señalando el tribunal que dictó la recurrida, que la declaración rendida por el ciudadano Alguacil no se compagina en ningún sentido con la diligencia consignada de fecha 12-02-2004, cursante al folio 58 del expediente de autos, y en base a esta motivación, señala la sentencia: ‘quien aquí sentencia considera que al no haber verificado este quien en realidad recibió y suscribió el cartel de notificación ya tantas veces mencionado, el acto de notificación practicado en fecha 11-02-2004, en las oficinas de la sociedad Alimentos Nina, C.A., deviene como irrito y en consecuencia nulo de nulidad absoluta, puesto que no se cumplió con los parámetros exigidos en el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo... con el objeto de salvaguardar el legitimo derecho a la defensa, el acceso a la justicia y al debido proceso, principios rectores establecidos en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, ordena la reposición de la causa al estadio(sic) en que el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución fije nueva oportunidad para la realización de la audiencia preliminar...’

De acuerdo con el texto anteriormente trascrito, consideramos que el Tribunal Superior a quo, incurrió en un error de interpretación acerca del contenido y alcance de la norma establecida en el artículo 126 de la LOPT, aplicando falsamente la norma al acto procesal referido a la notificación de la demandada a los fines de considerarla en una situación jurídica tal, que le permitiese el ejercicio del derecho a la defensa, ya que incluso en la motivación transcrita reconoce ese Juzgador, que el acto de notificación se practicó en las oficinas de la sociedad Alimentos Nina, C.A., lo cual no se corresponde con la conclusión, que lo lleva a determinar la nulidad del acto procesal referido a la notificación de la demandada. En efecto, la norma objeto de delación, establece que la notificación del demandado se realizará mediante un cartel que deberá reunir los requisitos de tiempo y lugar para la celebración de la audiencia preliminar, el cual se fijará por el alguacil a la puerta de la sede de la empresa entregándole una copia del mismo al empleador o consignándolo en su secretaria o en su oficina receptora de correspondencia si la hubiere. El alguacil dejará constancia en el expediente con lo prescrito y de los datos relativos a la identificación de la persona que recibió la copia del cartel.
Del interrogatorio que le fue practicado al ciudadano Alguacil y que se encuentra grabado en la cinta videocasete adjunto al expediente de autos, esta Sala podrá evidenciar, que el ciudadano Alguacil, señaló en su declaración lo siguiente: 1) Identifica a la empresa notificada. 2) Que entró a la sede de la demandada, específicamente al área de Recepción. 3) Que solicitó a la persona indicada en el cartel de notificación. 4) Que le fue indicado por dos (2) señoritas que se encontraban en la recepción, que le manifestaron que no se encontraba la persona requerida y que no había nadie que pudiera recibir. 5) Que el Alguacil les señaló, que se trataba de un cartel de notificación, que podía ser recibido por cualquier persona que trabajara en la empresa. 6) Le señalaron que entregara el cartel, como en efecto lo hizo, tomó asiento y transcurridos de 10 a 15 minutos, el cartel le fue entregado por las recepcionistas, con el  nombre de la persona que señalo en la diligencia. De los dichos expuestos por el Alguacil, el tribunal a quo infiere, que el Alguacil al no haber verificado quien recibió y suscribió el cartel de notificación, deviene en que dicha actividad procesal se considere como irrita y en consecuencia nula de nulidad absoluta, configurándose a nuestro entender una violación al artículo 126 de la LOPT, ya que el acto referido a la notificación de la demandada a los fines de que esta ejerciera el derecho a la defensa, fue positivo y cumplió cumplido su fin y por el contrario el juez de la recurrida soslaya el hecho de que las Recepcionistas de la empresa demandada, reciben el cartel de notificación y se van con este hacia la parte interna de la empresa, donde permanecen según dichos del Alguacil de 10 a 15 minutos y cuando se lo entregan, le habían colocado el nombre del ciudadano Jairo Romero y el sello húmedo de recepción de la empresa demandada, perfeccionándose en ese momento el acto de notificación de la accionada. Por otra parte, es importante precisar que el ciudadano Jairo Romero, quien no rindió declaración a pesar de haber sido promovido por la representación de la demandada y encontrándose ésta a derecho sobre la oportunidad de la comparecencia de dicho ciudadano y teniendo la obligación de hacerlo comparecer, no es una persona ajena a la demandada, ya que aparece sobradamente identificada en las actas de los registros Mercantiles de la empresa, cursantes al expediente de autos. Los hechos anteriores evidencian, que la empresa Alimentos Nina, C.A., quedó debidamente notificada para el acto de la audiencia preliminar y que en todo caso cuando le es entregada la boleta al Alguacil por las Recepcionistas de la empresa, estas indicaron la persona que por la empresa había quedado notificada y le colocaron el sello húmedo de la misma, hechos estos suficientes para que se entienda que el acto se realizó en forma válida y alcanzó el fin al cual estaba destinado, configurándose de esta manera una infracción de interpretación sobre el contenido y alcance de una disposición expresa de la ley, como lo es el artículo 126 de la LOPT y así solicitamos sea declarado por esta Sala de Casación Social.” 

Para decidir la Sala observa:

Quien recurre, luego de realizar de manera sucinta los hechos acaecidos durante la presente causa, denuncia finalmente la errónea interpretación del artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al considerar que el sentenciador de alzada equivoca el contenido general y abstracto de la norma, es decir, que la recurrida no le dio a la norma citada su verdadero sentido, haciendo derivar de ella consecuencias que no concuerdan con su contenido. En este sentido, continúa aduciendo el formalizante que, al considerar el sentenciador de alzada como írrito el acto de notificación y en consecuencia anular dicha actuación, violentó flagrantemente lo dispuesto en la norma aducida como infringida, en virtud de que el acto de notificación de la demandada a los fines de que ésta ejerza su derecho a la defensa, fue realizado con todos los requisitos de tiempo y lugar exigidos por la Ley; por consiguiente dicho acto de notificación, a decir del recurrente “fue positivo y cumplió con su fin.”

En otras palabras, pretende el recurrente, que esta Sala declare como válido el acto de notificación realizado a la parte demandada a fin de que compareciera a la audiencia preliminar, pues a su decir, dicho acto se realizó con total sujeción a los requisitos contenidos en el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Pues bien, a fin de verificar la infracción o no de la norma denunciada, es menester transcribir pasajes de la sentencia recurrida, lo cual hacemos de la siguiente manera:

“Como se aprecia del extracto de la norma parcialmente transcrita, el practicante de la notificación deberá cumplir con tres requisitos de insoslayable cumplimiento, como lo son: i.- la fijación del  cartel en la puerta de la sede de la empresa; ii.- entregar copia del mismo al empleador o consignándola en su secretaría o en su oficina receptora de correspondencia, si la hubiere; y iii.- dejar constancia en el expediente de haber cumplido con lo prescrito y de los datos relativos a la identificación de la persona que recibió la copia del  cartel. (Subrayado del tribunal).

Ahora bien, al referirse quien aquí sentencia específicamente a la actuación impugnada, se observa que al folio 58, cursa diligencia suscrita por el alguacil titular José Ruiz, en la cual textualmente señala:

‘En horas del día de hoy, doce (12) de febrero de dos mil cuatro (2002) (sic), siendo las 03:00 P.M., comparece por ente (sic) la Coordinación Judicial del Circuito Judicial del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas, el ciudadano: JOSÉ RUIZ, en su condición de Alguacil Titular, quien expone: ‘Por cuanto me trasladé el día 11/02/2004, a la dirección procesal indicada por la parte actora en su escrito libelar, ubicada en: calle 11.1, Edif.., G.E. 33, Locales C-1 y C-2, La Urbina, Caracas; en el asunto signado con el número AP21-L-2004-000022. Una vez en la dirección indicada, siendo las 10:25 a.m., procedí a la entrega del cartel de notificación con su respectiva compulsa, la cual fue debidamente recibida por el ciudadano: JAIRO ROMERO, titular de la cédula de identidad número 4.553.356, en su condición de Representante de la empresa, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Todo lo cual guarda relación con el juicio que tiene incoado el ciudadano: ERICK SCHMIEDELER, en contra de ALIMENTOS NINA, C.A. Es todo, terminó, se leyó y conformes firman. (Las negrillas son del Tribunal).’
Respecto a esto, al hacerse presente el funcionario judicial actuante, que como se dijo, fue requerida su presencia a la audiencia de parte realizada por ante esta Alzada, y ser interrogado sobre los siguientes particulares: i.- indica usted, que en fecha 11 de febrero de 2004, se trasladó a una empresa ubicada en la calle 11-A, Edf. G.E. 33, en la Urbina en esta ciudad de Caracas; ii.- que sucedió en esa oportunidad; iii.- usted indica que notificó a un Sr. Llamado Jairo Romero; iv.- la secretaria entró y se llevó el cartel y lo regresó firmado; v.- es decir, usted nunca vió al Sr. Jairo Romero.

Para lo cual, el asistente a la audiencia a cada una de las interrogantes en la medida en que le eran formuladas, contestó:

1.- Que efectivamente se trasladó a la dirección descrita en su diligencia consignada en el expediente en fecha 12 de febrero de 2004; aportando suficiente información sobre la ubicación de la empresa demandada.

2.- Que el cartel de notificación con su respectiva compulsa fue recibida por la secretaria de la empresa demandada;

3.- Que la secretaria se llevó el cartel de notificación y la respectiva compulsa para una oficina interna, dejando esperando al alguacil en el sitio donde fue atendido en la recepción;

4.- Que al momento de regresar la secretaria con el cartel de notificación, lo hizo con éste ya recibido y firmado por un ciudadano de nombre JAIRO ROMERO, titular de la cédula de identidad número 4.553.356;

5.- Que el nunca vio al ciudadano Jairo Romero;

6.- Que no sabía si en realidad fue él suscriptor del cartel de notificación; (sic)

7.- Que en ningún caso podría reconocerlo puesto que nunca lo vió.

En ese sentido, al verificarse que la declaración rendida por el ciudadano José Ruiz, no se compagina en ningún sentido con la diligencia consignada, diligencia de fecha 12 de febrero de 2004 – vide folio 58, donde éste textualmente indica: ‘...procedí a la entrega del cartel de notificación con su respectiva compulsa, la cual fue debidamente recibida por el ciudadano: JAIRO ROMERO, titular de la cédula de identidad número 4.553.356, en su condición de Representante de la empresa...’, quien aquí sentencia, considera que al no haber verificado éste, quien en realidad recibió y suscribió el cartel de notificación ya tantas veces mencionado, el acto de notificación practicado en fecha 11 de febrero de 2004, en las oficinas de la Sociedad de Alimentos Nina, C.A., deviene como irrito y en consecuencia nulo de nulidad absoluta, puesto que no se cumplió con los parámetros exigidos en el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Así se decide.

En consecuencia, este Juzgado Quinto Superior del Trabajo, del Área Metropolitana de Caracas, con el objeto de salvaguardar el legitimo derecho a la defensa, el acceso a la justicia y al debido proceso, principios rectores establecidos en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, ordena la reposición de la causa al estado en que el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución, fije nueva oportunidad para la  realización de la audiencia preliminar, sin necesidad de notificar a las partes involucradas en el presente juicio.”

De la transcripción precedentemente expuesta se puede constatar que el sentenciador superior, decidió reponer la causa al estado de que se fijara nueva oportunidad a efectos de que se realizara la audiencia preliminar, pues consideró que la notificación hecha a la empresa demandada “deviene como írrita y en consecuencia nula de nulidad absoluta”, en virtud de que el ciudadano alguacil a quien le correspondía llevar a cabo la notificación, alegó en la audiencia de apelación, contrariamente a lo expresado en la nota estampada por él en fecha 19 de febrero del año 2004 y que cursa al folio 58 del expediente, “el hecho de no haber verificado quien en realidad recibió y suscribió el cartel de notificación”.

Pues bien, como bien señala la recurrida, la novísima Ley Orgánica Procesal del Trabajo quiso utilizar la figura de la notificación, en lugar de la citación, para facilitar el emplazamiento del demandado, al considerar dicho mecanismo más flexible, sencillo y rápido, que tal acto fundamental del proceso no puede de ninguna manera relajarse por cuanto esto conllevaría a la violación flagrante a la garantía constitucional del derecho a la defensa y del debido proceso, pues la figura de la notificación, es un acto indispensable y por demás de orden público, mediante el cual se le informa al demandado el hecho de que se ha intentado una acción en su contra, y que por ello se le emplaza a que comparezca al acto de la audiencia preliminar en la fecha allí indicada.

En este sentido, el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, resulta ser muy claro al señalar que la notificación debe realizarse mediante cartel, que deberá contener la indicación del día y la hora acordada para la celebración de la audiencia preliminar y el cual deberá ser fijado por el Alguacil a la puerta de la sede de la empresa, entregándole una copia del mismo al patrono o consignándolo en su secretaría o en la oficina receptora de correspondencia, si la hubiere. De esto último, el funcionario judicial a quien le corresponda realizar la notificación, deberá verificar que la persona a la cual se está indicando en la boleta como representante legal de la empresa, realmente lo sea, a través, por supuesto, de cualquier medio de identificación y en caso de procederse a la consignación del cartel en la secretaría o en la oficina receptora de correspondencia, deberá asimismo identificar a la persona que lo recibe, la cual a su vez deberá firmar de su puño y letra la boleta de notificación, colocando asimismo el cargo que ocupa dentro de la empresa, pues de esta manera el funcionario judicial tendrá la plena certeza de señalar en la nota estampada, que posteriormente suscribirá ante la secretaría del tribunal de sustanciación correspondiente, que la persona que firmó el cartel de notificación lo hizo en su condición de representante de la demandada o como encargado de la secretaría o de la oficina receptora de correspondencia. Evidentemente, así se evitaría que cualquier persona, que estando dentro de la sede de la empresa e identificándose como representante del demandado sin serlo, pueda firmar la notificación, trayendo con estos las sucesivas impugnaciones y apelaciones que lejos de conseguir un procedimiento más expedito y rápido, más bien obstaculice y retarde el que se haga justicia, amén de la infracción que de ello generaría al principio constitucional del derecho a la defensa y del debido proceso.

Por consiguiente, y en virtud de las anteriores consideraciones, esta Sala de Casación Social declara que la recurrida interpretó correctamente el artículo 126 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, razón por la que no resultó infringida dicha disposición legal. Así se decide.

En consecuencia, se declara improcedente la presente denuncia analizada y así se decide.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: SIN LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandante contra el fallo dictado por el  Juzgado Quinto Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de fecha 07 de mayo del año 2004.

Se condena en costas al recurrente de conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente a la Coordinadora Judicial del Nuevo Régimen Procesal de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, a los fines legales consiguientes. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes mencionado.

La presente decisión no la firman los Magistrados CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA ni JUAN RAFAEL PERDOMO porque no estuvieron presentes en la Audiencia Pública correspondiente.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los  veintidós (22) días del mes de junio  de dos mil cinco. Años 195° de la Independencia y 146° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ








El-

Vicepresidente,





Magistrado,

________________________


________________________

LUIS E. FRANCESCHI GUTIERREZ

JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado Ponente,





Magistrada,

_______________________________
________________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO        CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA

El Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

R.C. N° AA60-S-2004-1381

Nota: Publicada en su fecha a las








El Secretario

